
INE/JGE18/2014 
 
 
RESOLUCIÓN DE LA JUNTA GENERAL EJECUTIVA DEL INSTITUTO 
NACIONAL ELECTORAL, RESPECTO DEL RECURSO DE INCONFORMIDAD 
INTERPUESTO POR LOS CC. FRANCISCO HERNÁNDEZ COLÍN Y JESÚS 
NÚÑEZ NAVA, REGISTRADO BAJO EL NÚMERO DE EXPEDIENTE 
INE/R.I./SPE/08/2014, CONTRA LA RESOLUCIÓN DICTADA EN LOS 
PROCEDIMIENTOS DISCIPLINARIOS CON NÚMEROS DE EXPEDIENTE 
DESPE/PD/08/2013 Y DESPE/PD/09/2013 
 
 

Distrito Federal, 27 de mayo de dos mil catorce. 
 
 
 VISTOS para resolver el Recurso de Inconformidad identificado con el 
número de expediente INE/R.I./SPE/08/2014, promovido por los CC. Francisco 
Hernández Colín y Jesús Núñez Nava en contra las resoluciones de fecha 
veintiuno de febrero de dos mil catorce, emitidas por el Secretario Ejecutivo del 
Instituto Federal Electoral ahora Instituto Nacional Electoral en los autos de los 
procedimientos disciplinarios con número de expediente DESPE/PD/08/2013 y 
DESPE/PD/09/2013. 
 

RESULTANDO 
 

I. PROCEDIMIENTO LABORAL DISCIPLINARIO 
 

1. Inicio del procedimiento. Que con fecha dieciocho de marzo de dos mil 
trece, el Dr. Rafael Martínez Puón, Director Ejecutivo del Servicio Profesional 
Electoral, en su calidad de autoridad instructora, dictó Auto de Admisión con el que 
dio inicio a instancia de parte al procedimiento disciplinario número 
DESPE/PD/08/2013, en contra del C. Jesús Núñez Nava, Vocal Secretario en la 
06 Junta Distrital Ejecutiva en Tabasco, al presumir que dicho funcionario 
transgredió lo dispuesto en los artículos 444, fracción XVIII y 445, fracciones V y 
XXV del Estatuto del Servicio Profesional Electoral y del Personal del Instituto 
Federal Electoral, determinación que le fue notificada al probable infractor el veinte 
de marzo de dos mil trece, a través del oficio número DESPE/0421/2013. En esa 
misma fecha, el mencionado Director Ejecutivo, en su calidad de autoridad 
instructora, dictó Auto de Admisión con el que dio inicio de oficio al procedimiento 
disciplinario número DESPE/PD/09/2013, en contra del C. Francisco Hernández 
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Colín, Vocal de Organización Electoral en la 06 Junta Distrital Ejecutiva en 
Tabasco, al presumir que dicho funcionario transgredió lo dispuesto en los 
artículos 444, fracción XVIII y 445, fracciones V y XXV del Estatuto del Servicio 
Profesional Electoral y del Personal del Instituto Federal Electoral, determinación 
que le fue notificada al probable infractor el veinte de marzo de dos mil trece, a 
través del oficio número DESPE/0422/2013. 

 
2. Comparecencia de los servidores de carrera. Que mediante sendos 

escritos presentados el cinco de abril de dos mil trece, los CC. Jesús Núñez Nava 
y Francisco Hernández Colín, en ejercicio de su garantía de audiencia, dieron 
contestación a la imputación formulada en su contra, formularon alegatos y 
ofrecieron pruebas de descargo. 

 
3. Auto de admisión de pruebas. Que con fecha once de abril de dos mil 

trece, la autoridad instructora dictó Auto de Admisión de Pruebas, en los 
procedimientos disciplinarios incoados en contra de los CC. Jesús Núñez Nava y 
Francisco Hernández Colín, en los cuales tuvo por admitidas las pruebas de cargo 
y de descargo que resultaron procedentes; las cuales se tuvieron por 
desahogadas por su propia y especial naturaleza, mismas a las que les dio el valor 
probatorio conducente en el momento procesal oportuno. 

 
4. Cierre de instrucción. Que el dieciséis de abril de dos mil trece, al no 

existir ninguna diligencia o prueba por desahogar, y de conformidad con lo que 
establecen los artículos 270 y 271, del Estatuto del Servicio Profesional Electoral y 
del Personal del Instituto Federal Electoral, se dictaron los respectivos Autos de 
Cierre de Instrucción y mediante los oficios DESPE/0619/2013 y 
DESPE/0620/2013 de fecha diecisiete de abril de dos mil trece, el Dr. Rafael 
Martínez Puón, Director Ejecutivo del Servicio Profesional Electoral, envío al 
Secretario Ejecutivo los expedientes de los procedimientos disciplinarios 
DESPE/PD/08/2013 y DESPE/PD/09/2013, quedando los mismos en estado de 
resolución. 

 
5. Resolución. Que una vez elaborados los proyectos de resolución y 

dictaminados por la Comisión del Servicio Profesional Electoral, y habiéndose 
recibido en la Secretaría Ejecutiva los dictámenes correspondientes, conforme a lo 
establecido en el artículo 272 del Estatuto del Servicio Profesional Electoral y del 
Personal del Instituto Federal Electoral, el veintiuno de febrero de dos mil catorce, 
el Secretario Ejecutivo emitió las respectivas resoluciones, en las que tuvo por 
acreditadas las imputaciones formuladas en contra de los CC. Jesús Núñez Nava 
y Francisco Hernández Colín, sancionándolos con suspensión de veintisiete días 
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naturales sin goce de sueldo a cada uno de ellos, resoluciones que les fueron 
notificadas los días tres y cuatro de marzo de dos mil catorce, respectivamente. 

 
II. RECURSO DE INCONFORMIDAD. 
 
1. Presentación. Inconformes con la aludida resolución, el catorce de marzo 

de dos mil catorce los CC. Jesús Núñez Nava y Francisco Hernández Colín, 
conjuntamente, promovieron Recurso de Inconformidad ante el Consejero 
Presidente del Consejo General del Instituto Federal Electoral, expresando los 
agravios que consideraron conducentes.  

 
2. Turno. Recibido el medio de impugnación, fue turnado a la Junta General 

Ejecutiva del Instituto Federal Electoral, órgano que le dio trámite designando 
mediante Acuerdo JGE28/2014 a la Dirección Ejecutiva de Prerrogativas y 
Partidos Políticos para que formulara proyecto de auto de admisión, 
desechamiento; o bien de no interposición y, en su caso, el Proyecto de 
Resolución del Recurso de Inconformidad interpuesto, por lo que se envió el 
expediente en mención a la citada Dirección Ejecutiva mediante el oficio número 
DJ/0833/2014 de fecha veintiocho de marzo de dos mil catorce, recibido el dos de 
abril siguiente. 
 

3. Admisión y Proyecto de Resolución. Con fecha trece de mayo de dos mil 
catorce, se emitió el Auto de Admisión del Recurso de Inconformidad, al 
considerar que cumple con los requisitos de procedibilidad cronológica, objetiva y 
formal, previstos en los artículos 283, 284, 285, 289 y 292 del Estatuto del Servicio 
Profesional Electoral y del Personal del Instituto Federal Electoral; y, en razón de 
que no hubo pruebas que desahogar ni actuaciones que realizar, se puso el 
expediente en estado de resolución, por lo que se elaboró el Proyecto 
correspondiente que se somete a la consideración del Pleno de esta Junta 
General Ejecutiva para su análisis, discusión y, en su caso, aprobación. 
 
 

CONSIDERANDO 
 
 

PRIMERO: Competencia. 
 
  De conformidad con el Artículo Transitorio Quinto, primer párrafo, del 
Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia política-
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electoral, publicado en el Diario Oficial de la Federación el diez de febrero del año 
en curso, una vez integrado el Instituto Nacional Electoral cuenta con las 
atribuciones que las leyes vigentes otorgaban al Instituto Federal Electoral, hasta 
en tanto no entre en vigor la legislación secundaria prevista en el artículo 
transitorio segundo del mismo Decreto, por lo que los efectos jurídicos derivados 
de la observancia del Artículo Transitorio Quinto citado, implican que toda mención 
al Instituto Federal Electoral contenida en las normas jurídicas que se invocan en 
los subsecuentes Considerandos, se entenderán referidas al Instituto Nacional 
Electoral, en lo que resulte aplicable. 

 
Esta Junta General Ejecutiva es competente en el ámbito laboral para 

conocer y resolver el presente asunto, con fundamento en lo dispuesto por los 
artículos 41, párrafo segundo, Base V, Apartado A, párrafos 1 y 2 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 203, 204 y 205, del 
Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, y 283, fracción I, del 
Estatuto del Servicio Profesional Electoral y del Personal del Instituto Federal 
Electoral, por tratarse de un Recurso de Inconformidad mediante el cual se 
impugnan dos resoluciones emitidas por el Secretario Ejecutivo del otrora Instituto 
Federal Electoral, que pone fin a los procedimientos disciplinarios identificados con 
las claves DESPE/PD/08/2013 y DESPE/PD/09/2013, previsto por el 
ordenamiento estatutario mencionado en último término.  

 
SEGUNDO. Hechos. 

 
 Del escrito de inconformidad y expresión de agravios, se desprende que los 
CC. Jesús Núñez Nava y Francisco Hernández Colín, señalan lo siguiente:  
 

“PRIMERO.- Retomando el hilo de las cosas, mencionamos que fuimos 
notificados en fechas tres y cuatro de marzo del año en curso, sin embargo, 
debemos mencionar que en la misma fecha tres de marzo, los que suscriben el 
presente escrito, por medio del Mtro. Francisco Hernández Colín, presentamos un 
escrito mediante el cual solicitábamos el inicio de un Procedimiento de 
Conciliación, en atención a lo estipulado en el artículo 295 que a la letra 
establece: 

 
"La conciliación es el procedimiento mediante el cual se puede solucionar 
un conflicto entre miembros del Servicio, que no  afecte interés directo del 
Instituto, a través de la intervención de un funcionario ajeno a la 
controversia, denominado Conciliador, con el propósito de generar un 
acuerdo de voluntades". 
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La solicitud de procedimiento de conciliación fue presentada en la Dirección 
Ejecutiva del Servicio Profesional Electoral el lunes tres de marzo a las diez horas 
con dieciocho minutos, según consta en la copia que anexo al presente y que se 
tuvo a bien recibir. 

En lo que refiere al Mtro. Jesús Núñez Nava fue notificado el lunes tres de marzo a 
partir de las once horas con cuarenta y cuatro minutos, según consta en la cédula 
de notificación y de la cual anexo el original de la cédula de notificación.  

Por su parte el Mtro. Francisco Hernández Colín, fue notificado el día martes 
cuatro de marzo del año en curso. 

Por lo anterior, cabe plenamente la observación que denota el Principio General 
de Derecho que estipula que "el que es primero en tiempo es primero en 
Derecho". 

Cabe mencionar que a la solicitud de procedimiento de conciliación presentada, 
recayó una respuesta emitida por la Dirección Ejecutiva del Servicio Profesional 
Electoral, mediante oficio DESPE/0460/2014, de fecha cinco de marzo de 2014, 
remitido mediante vía mensajería comercial y recibido en fecha diez de marzo del 
presente. 

En la citada respuesta, argumenta la autoridad responsable, respecto a lo que 
señala el artículo 295 del Estatuto del Servicio Profesional, en el sentido de que la 
conciliación es el procedimiento mediante el cual se puede solucionar un conflicto 
entre miembros del Servicio y continúa la autoridad señalando una correlación con 
los artículos 3 y 6 de los Lineamientos aplicables al procedimiento de conciliación 
de conflictos entre miembros del Servicio Profesional Electoral y/o Personal 
Administrativo del Instituto Federal Electoral, donde se menciona también que: 

"Artículo 3. Para los efectos previstos en los presentes Lineamientos, se 
entenderá como conciliación, la implementación del procedimiento 
voluntario a través del Instituto Federal Electoral procura solucionar 
conflictos entre su personal". 

Ante lo anterior, advierte la autoridad instructora que "el procedimiento de 
conciliación tiene como propósito solucionar los conflictos existentes entre 
miembros del Servicio, que no afecten los intereses directos del Instituto", continúa 
señalando la instructora: "de acuerdo con lo expresado por ustedes en su escrito 
no se advierte la existencia de tal conflicto".  

De lo manifestado por la instructora, los recurrentes rescatan. 

• Efectivamente, no hay afectación a los intereses directos del Instituto. 

• Respecto a la inexistencia del conflicto entre miembros del personal, basta decir 
que fue motivo de un Procedimiento Disciplinario, por lo que no se encuentra la 
lógica a la negación del conflicto. 

• Si la instructora considera que no fue un conflicto entre miembros del Servicio lo 
que propició el Procedimiento Disciplinario, estaría manifestando que lo 
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establecido en los artículos 295, 296, 297 y  298, no tienen razón de ser en el 
Título Séptimo del Estatuto, referente, como es sabido; al Procedimiento 
Disciplinario para el Servicio Profesional Electoral. 

Finaliza la instructora mencionando que "es menester señalar que el incidente 
suscitado entre ustedes el 9 de julio de 2012, fue materia de los procedimientos 
disciplinarios registrados con los números de expedientes DESPE/PD/08/2013 y 
DESPE/PD/09/2013, cuya resolución ya fue dictaminada por la Comisión del 
Servicio Profesional Electoral". 

El señalamiento anterior, nos permite inferir que la instructora da por hecho que ya 
se nos notificó la Resolución emitida por la Dirección Jurídica, negando con ello el 
acceso a un posible procedimiento de conciliación. 

Sin embargo, repito, la notificación fue posterior a nuestra solicitud de 
procedimiento de conciliación, ya que, aunque la Resolución emitida por la 
Secretaría Ejecutiva señala fecha de veintiuno de febrero del dos mil catorce, lo 
cierto es que se nos notificó hasta el día tres de marzo del mismo año, a las once 
horas con cuarenta y cuatro minutos al primero de los notificados y al día siguiente 
al segundo, según consta en las cédulas de notificación. Para lo cual considero 
aplicable lo señalado en la siguiente jurisprudencia.  

NOTIFICACIÓN PERSONAL. REQUISITOS PARA SU SURTIMIENTO.- La figura 
de la notificación, ha sido identificada como el acto jurídico de comunicación 
mediante el cual se hace del conocimiento de las partes y demás interesados en 
un proceso, el contenido de una resolución o sentencia. Tal concepto, en esencia 
recoge, la noción de lo que debe entenderse por este acto procesal, cuyo objeto 
es que las personas involucradas o interesadas en el conocimiento de una 
determinación de la autoridad u órgano responsable, estén en aptitud de decidir 
libremente, si aprovechan los beneficios que les reporta el acto o resolución, si 
admiten los perjuicios que les cause o, en su caso, si hacen valer los medios de 
impugnación que la ley les confiere para impedir o contrarrestar esos perjuicios. 
Esto implica que para considerar que una notificación ha sido legalmente 
practicada, es necesario que el notificador se cerciore, por cualquier medio idóneo, 
de que la persona que debe ser notificada es precisamente con quién se entiende 
la diligencia, o bien, con su representante o, a falta de uno y otro, con persona 
autorizada para oír notificaciones; asimismo, el notificador se debe cerciorar por 
los medios idóneos que el domicilio en el que se practica la diligencia es 
precisamente el señalado, para ese efecto. De la diligencia de notificación, el 
notificador debe asentar la razón por escrito, señalando con precisión el día, hora 
y lugar en que practicó la notificación personal; la persona con quien se entendió 
la diligencia, los elementos para su identificación cierta y el carácter jurídico con el 
que recibió la notificación; la razón de haberle entregado copias de la resolución 
notificada y la identificación de éste, así como los datos de quien actuó como 
notificador. En el acta de notificación debe constar cuando menos, la firma del 
notificador y de la persona con quien se entendió la diligencia. [subrayado 
añadido]  
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Juicio Electoral Ciudadano.-TEE/SSI/JEC/015/2010.- Actor: Juan Carlos Muñoz 
Leal.- 6 de octubre de 2010.- Unanimidad de votos.- Ponente: Magistrado Isaías 
Sánchez Nájera.  

En lo que refiere a la doctrina, podemos mencionar que la notificación es un 
instrumento jurídico que formaliza una comunicación y que según LÓPEZ 
MERINO, es además, «una comunicación jurídica, propia e individualizada». Su 
naturaleza, es la de un acto independiente y, entre otras notas identificativas, 
derivativo del acto que se notifica, así como conditio iuris suspensiva de la eficacia 
externa del acto administrativo que traslada, respecto del interesado en él. 

El Estatuto del Servicio Profesional Electoral, establece por su parte, en el artículo 
239: 
"Las notificaciones que se realicen en el procedimiento Disciplinario surtirán 
sus efectos conforme a las siguientes disposiciones:  
I. Las notificaciones personales, a partir del día hábil siguiente al día en 
que se hayan realizado […] 

Retomando lo señalado en los artículos 295, 296, 297 y 298 del Estatuto del 
Servicio Profesional, se señala lo siguiente. 

  a) Ante la nula afectación a los intereses directos del Instituto Federal 
electoral, se presenta la posibilidad de solucionar un conflicto, a través de la figura 
del conciliador, con el propósito de generar un acuerdo de voluntades. 

La misma Autoridad Resolutora manifiesta en la página 26 segundo párrafo, de la 
Resolución recurrida: "Respecto a los beneficios económicos obtenidos por el 
responsable; así como el daño y el menoscabo causado al Instituto, de la 
conducta desplegada por el ahora responsable, se aprecia que el infractor no 
obtuvo un beneficio económico ni causó algún menoscabo al Instituto". [énfasis 
añadido]  

  b) Se solicita a la Dirección Ejecutiva del Servicio Profesional Electoral, vía 
los miembros del Servicio en conflicto.  

  c) El artículo 298 señala que la Junta, previo conocimiento de la Comisión y 
a propuesta de la DESPE, aprobará los Lineamientos que regulen el 
procedimiento de conciliación.  

De lo anterior expuesto, no se vislumbra una temporalidad para interponer la 
solicitud del procedimiento de conciliación, aunque si bien, la sana lógica nos debe 
indicar que al haberse notificado la Resolución, no tendría cabida el procedimiento 
conciliatorio, situación que no se presenta en el presente asunto.  

SEGUNDO.- Por otra parte, se hace hincapié en lo señalado en el artículo 
275 del Estatuto del Servicio Profesional Electoral que nos establece que en la 
Resolución se deberá dar cumplimiento a los principios de legalidad, congruencia, 
exhaustividad, imparcialidad, justicia y equidad. 

Razón por la cual se hace un análisis respecto a los plazos legales señalados para 
dar cumplimiento a las diferentes etapas del procedimiento sancionador que nos 
ocupa. 
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De la Resolución emitida por la Secretaría Ejecutiva, dentro del Procedimiento 
Disciplinario señalado con el número de expediente DESPE/PD/08/2013, 
destacamos lo señalado en el numeral VII del capítulo de Resultandos y que a la 
letra establece: 

 
"Que mediante oficio DESPE/0619/2013 de fecha diecisiete de abril 
de dos mil trece y recibido el diecinueve siguiente, el Dr. Rafael 
Martínez Puón, Director Ejecutivo del Servicio Profesional Electoral, 
remitió al Secretario Ejecutivo de este organismo, el expediente 
número DESPE/PD/08/2013, integrado con motivo del procedimiento 
disciplinario instaurado en contra del. C. Jesús Núñez Nava, con la 
finalidad de emitir - la resolución correspondiente". [Énfasis y 
subrayado añadido]  

Al anterior señalamiento cabe hacer mención lo que establece el artículo 272 del 
Estatuto que establece: 
 
"El Secretario Ejecutivo, a través de la Dirección Jurídica deberá 
elaborar el Proyecto de Resolución dentro de los quince días 
hábiles siguientes al que se reciba el expediente. [Énfasis añadido}  
La Dirección Jurídica presentará el Proyecto de Resolución al 
Secretario Ejecutivo, quien lo remitirá para su dictamen a la Comisión 
del Servicio. 
Emitido el dictamen, la comisión del Servicio lo hará del conocimiento 
del Secretario Ejecutivo para su consideración".  

La Resolución recurrida, menciona en el numeral VIII del mismo capítulo de 
Resultandos que "una vez recibido el expediente del Procedimiento Disciplinario 
que nos ocupa, se procedió con la elaboración del proyecto de Resolución 
respectivo y que fue enviado a la Comisión del Servicio Profesional Electoral para 
su dictamen". 

Sin embargo, esa autoridad no menciona en que tiempo se remitió el 
Proyecto de Resolución a la Comisión del Servicio, y si menciona, sin 
embargo, en el numeral IX de los Resultandos, que: 

 
" ... EI presente asunto fue dictaminado y aprobado por unanimidad 
por la Comisión del Servicio Profesional Electoral en Sesión 
Extraordinaria de fecha cuatro de febrero de dos mil catorce, 
habiéndose recibido el dictamen en la Secretaria ejecutiva el mismo 
día".[Énfasis añadido}  
 
Con lo anterior se transgrede ampliamente lo señalado en el artículo 272 del 
Estatuto 
La Autoridad Resolutora, incurre en una transgresión más, al añadir una nota al 
final de su Resolución, al plasmar: 
 



9 

"En términos de lo previsto por el artículo 272 del Estatuto del Servicio 
Profesional Electoral y del Personal del Instituto Federal Electoral, este 
asunto fue discutido en la sesión Extraordinaria de la Comisión del 
Servicio Profesional Electoral, celebrada el día 4 de febrero de 2014, 
fecha en la que se aprobó su dictamen, mismo que fue remitido al 
Secretario ejecutivo el mismo día mediante oficio número 
CSEPE/ST/002/2014, y a su vez a la Dirección Jurídica el día 19 
siguiente, lo que se hace constar para los efectos a que haya 
lugar”.[Énfasis añadido}  

Establecemos la existencia de la transgresión, en base a lo señalado en el artículo 
273 del Estatuto, ya que ahí se estipula que la Dirección Jurídica deberá notificar 
la resolución a las partes dentro de los cinco días hábiles posteriores a su 
aprobación. 

Como ya se mencionó, la notificación se realizó a los miembros del SPE 
involucrados, a partir del día tres de marzo del año en curso. 

Toda vez que tanto para la emisión de la resolución como para la notificación de la 
misma, hubo un exceso desmedido en lo que refiere a la temporalidad establecida 
en el Estatuto, podemos mencionar: 

 
El artículo 1135 del Código Civil Federal establece que la prescripción 
"es un medio de adquirir bienes o de librarse de obligaciones, 
mediante el transcurso de cierto tiempo y bajo las condiciones 
establecidas por la ley." 

Si para el caso que nos ocupa se considera que no es la prescripción la figura 
jurídica que se debe aludir, recurrimos a otro instrumento jurídico y que es la 
caducidad, para lo cual añadiremos que:  

La caducidad implica la acción o el efecto de caducar, perder su fuerza una ley o 
un derecho. Doctrinalmente Se entiende como una sanción o una falta de ejercicio 
oportuno de un derecho. Lo que se busca mediante la caducidad es poner fin a 
largos procedimientos administrativos que afecten la seguridad jurídica y 
emocional de los particulares, al tener la certeza de que las autoridades no podrán 
ejercer sus facultades al pasar el tiempo establecido por la ley correspondiente y 
para el caso que nos ocupa, lo establecido, en el Estatuto del Servicio Profesional 
Electoral. 

La Enciclopedia Jurídica Omeba define a la caducidad: "en sentido etimológico, 
llámese caduco, del latín caduco, a lo decrépito o muy anciano, lo poco durable. 
Se dice que ha caducado lo que ha dejado de ser o perdido su efectividad. 
Caducidad es la acción y efecto de caducar, acabarse, extinguirse, perder su 
efecto o vigor, sea por falta de uso, por terminación de plazo u otro motivo, alguna 
ley, decreto, costumbre, instrumento público, etcétera. La caducidad pertenece al 
campo del dejar de ser". 

De nuestra parte, no contemplamos justificación legal a la emisión extemporánea 
de la Resolución que nos ocupa, incluso nos menciona el artículo 238 del Estatuto, 
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en su segundo párrafo: "Los plazos podrán suspenderse o ampliarse por causa de 
fuerza mayor o en caso fortuito, de manera debidamente fundada y motivada por 
la autoridad competente".  

Y para el caso que nos ocupa no hubo manifestación alguna.  
 

TERCERO. Agravios. 
 

“Primero.- Al ser sancionados con la suspensión de labores sin goce de sueldo 
nos afecta a nosotros y a nuestras familias, toda vez que somos el respectivo 
soporte económico de las mismas. 
 
Segundo.- Afecta sustancialmente en lo que refiere a nuestro expediente personal 
dentro del Instituto, ya que ambos de manera individual hemos tratado de hacer lo 
mejor posible las cosas dentro del propio Instituto, aprendiendo cada día y 
tratando de aportar nuestro conocimiento y entusiasmo, de manera tal que esto se 
refleje dentro y fuera del propio Instituto. 
 
Hemos colaborado activamente con nuestros compañeros de Junta, se ha 
colaborado como Facilitadores dentro del Programa de Formación del Servicio 
Profesional Electoral, incluso teníamos una invitación para el presente mes de 
marzo, para fungir nuevamente como Facilitadores para un curso que se 
coordinará a través de la Subdirección de Formación del Servicio Profesional 
Electoral Curso que arrancará el próximo 18 de marzo y que se impartirá para 
todos los miembros del Servicio Profesional Electoral que hemos participado en 
los dos últimos cursos de este tipo. 
 
Tercero.- En lo que concierne al Mtro. Jesús Núñez Nava, este año cumple doce 
años como miembro del Servicio Profesional Electoral y es candidato a la 
obtención al rango siguiente, por lo que la sanción impuesta lo deja fuera por 
ahora, de tal posibilidad.” 

 
CUARTO. Estudio de fondo. 

 
 Esta Junta General Ejecutiva procederá a estudiar los hechos y agravios 
planteados por los inconformes, ya que los primeros también contienen implícitos  
agravios, lo que se hará atendiendo a la causa de pedir, previo análisis integral del 
escrito de inconformidad. 
 

 En el hecho PRIMERO del escrito de impugnación, los recurrentes 
introducen agravios respecto a una solicitud de procedimiento de conciliación que 
realizaron y a la respectiva respuesta recibida por parte de la Dirección Ejecutiva 
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del Servicio Profesional Electoral, sin embargo dichas manifestaciones son 
inoperantes, pues se refirieren a cuestiones ajenas a la litis, derivado de que no 
combaten de manera alguna las consideraciones que sustentan las resoluciones 
por las cuales fueron sancionados los CC. Hernández Colín y Núñez Nava, pues 
conforme a las reglas de impugnación, éstos debieron atacar los motivos por los 
cuales se resolvieron en tal sentido los asuntos referidos, expresando la causa de 
pedir, por corresponderles esa carga procesal. 
 
 Lo anterior, con la finalidad de que esta revisora pueda pronunciarse respecto a 
sus argumentos y conceptos de agravio, sin embargo, no se desprende que los 
promoventes hayan cumplido con dicha carga, y en cambio, se concentraron en la 
respuesta emitida por la Dirección Ejecutiva del Servicio Profesional Electoral, 
mediante oficio DESPE/0460/2014, de fecha cinco de marzo de dos mil catorce, 
acto que no es posible impugnar en el recurso que nos ocupa. 
 
 Así, sus aseveraciones son inatendibles, aunado a que el hecho de que la 
solicitud se haya presentado antes de la notificación de las respectivas 
resoluciones no trastoca el sentido de éstas, por lo que en todo caso el principio 
de derecho invocado de  “el que es primero en tiempo es primero en derecho”, 
aplica de manera contraria a lo pretendido por los miembros del Servicio citados, 
pues primero fueron instaurados los procedimientos disciplinarios para resolver 
sobre las posibles faltas en que incurrieron, teniendo como finalidad inhibir la 
repetición de conductas contrarias a la norma o, si se trata de un conflicto, que 
éste se acreciente, lo que dio lugar en la especie, a que se les impusiera a ambos 
una sanción, al haber quedado acreditada la conducta infractora y después de 
emitida tal determinación es que solicitan se inicie el procedimiento de conciliación 
entre ellos.  
 
 Por otro lado, respecto de la inoperancia del agravio que se contesta resulta 
aplicable el siguiente criterio: 
 

“Época: Novena Época 
Registro: 180410 
Instancia: SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DECIMO PRIMER CIRCUITO 
Tipo Tesis: Jurisprudencia 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
Localización: Tomo XX, Octubre de 2004 
Materia(s): Común 
Tesis: XI.2o. J/27 
Pág. 1932 
J]; 9a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XX, Octubre de 2004; Pág. 1932 
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AGRAVIOS INOPERANTES. Resultan inoperantes los agravios cuando en ellos 
nada se aduce en relación con los fundamentos esgrimidos en la sentencia 
recurrida, ni se pone de manifiesto el porqué, en concepto del inconforme, es 
indebida la valoración que de las pruebas hizo el Juez a quo. 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DECIMO PRIMER CIRCUITO 
Amparo en revisión 263/89. Pedro Bermúdez Huerta. 10 de enero de 1990. Unanimidad de votos. 
Ponente: Raúl Murillo Delgado. Secretaria: María Cristina Torres Pacheco.  
Amparo en revisión 131/2001. José Luis Ayala Espinoza. 13 de junio de 2001. Unanimidad de votos. 
Ponente: Víctor Ceja Villaseñor. Secretaria: Lucía Elena Higareda Flores.  
Amparo en revisión 304/2001. Bancomer, S.A., Institución de Banca Múltiple Grupo Financiero. 24 de 
octubre de 2001. Unanimidad de votos. Ponente: Raúl Murillo Delgado. Secretaria: Norma Navarro 
Orozco.  
Incidente de suspensión (revisión) 459/2002. Efraín Vázquez Mora. 29 de enero de 2003. Unanimidad de 
votos. Ponente: Víctor Ceja Villaseñor. Secretaria: María Cristina Pérez Pintor. 
Amparo en revisión (improcedencia) 324/2004. Gasolinera Servicio Yurécuaro, S.A de C.V. 18 de agosto 
de 2004. Unanimidad de votos. Ponente: Raúl Murillo Delgado. Secretaria: Libertad Rodríguez Verduzco. 

  
 Ahora bien, en el hecho SEGUNDO, los recurrentes indican que en la 
resolución emitida por la Secretaría Ejecutiva, dentro del Procedimiento 
Disciplinario señalado con el número de expediente DESPE/PD/08/2013, la 
autoridad incurrió en un exceso desmedido tanto para la emisión de la resolución 
como para la respectiva notificación en lo que refiere a la temporalidad establecida 
en la norma estatutaria, y que consideran que operó la figura de caducidad. 
 
 Manifiestan que se transgredió ampliamente lo señalado por el artículo 272 
del Estatuto del Servicio Profesional Electoral y del Personal del Instituto Federal 
Electoral, en virtud de que en el numeral VII del capítulo de resultandos se 
estableció lo relativo a la fecha de recepción del expediente en la Secretaría 
Ejecutiva, el diecinueve de abril de dos mil trece; de que en el numeral VIII del 
mismo apartado no se mencionó en qué tiempo se remitió el Proyecto de 
Resolución a la Comisión del Servicio Profesional Electoral y, en cambio, sí se 
mencionó en el numeral IX que el asunto fue dictaminado por la citada Comisión 
en Sesión Extraordinaria de fecha cuatro de febrero de dos mil catorce, 
habiéndose recibido el dictamen en la Secretaria Ejecutiva el mismo día.   
 
Asimismo, que se transgredió el artículo 273 del citado ordenamiento cuando se 
añadió una nota al final de la resolución, en la que se indicó lo relativo al dictamen 
de la Comisión en comento en sesión del cuatro de febrero de dos mil catorce, su 
remisión a la Secretaría Ejecutiva y su recepción en la Dirección Jurídica el 
diecinueve de febrero de esta anualidad, pues ahí se estipula que la Dirección 
Jurídica deberá notificar la resolución a las partes dentro de los cinco días hábiles 
posteriores a su aprobación. 
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 Al respecto, con vista en el expediente DESPE/PD/08/2013 se aprecia el 
Proyecto de Resolución de fecha trece de mayo de dos mil trece, elaborado por la 
Dirección Jurídica dentro del plazo de quince días hábiles conforme al artículo 272 
del Estatuto del Servicio Profesional Electoral y del Personal del Instituto Federal 
Electoral, por lo que no se constata la transgresión a dicho artículo esgrimida por 
los inconformes; y si bien es cierto que, como éstos señalaron, en el numeral VIII 
de las resoluciones impugnadas no se mencionó el tiempo en el que se remitió el 
Proyecto de Resolución a la Comisión del Servicio Profesional Electoral, consta 
que fue recibido por los integrantes de dicha Comisión el veintisiete de junio de la 
misma anualidad, que fue discutido y dictaminado en sesión del cuatro de febrero 
de dos mil catorce y que la resolución del Secretario Ejecutivo fue aprobada el 
veintiuno de febrero del mismo año, habiéndose notificado al C. Jesús Núñez 
Nava el tres de marzo siguiente, a través del Asesor Jurídico de la Junta Local 
Ejecutiva de este Instituto en el estado de Tabasco, en atención a lo solicitado por 
la Dirección Jurídica.  
 
 Por lo anterior, las manifestaciones de los recurrentes resultan infundadas, 
salvo la relativa a que la notificación de la resolución no se realizó dentro de los 
cinco días hábiles siguientes a su aprobación, como establece el artículo 273 del 
Estatuto, puesto que fue notificada el tres de marzo de dos mil catorce, a través 
del órgano delegacional en Tabasco, es decir, hasta el sexto día hábil de que fue 
aprobada. Sin embargo, siendo fundada dicha manifestación, deviene inoperante 
por insuficiente para causarles agravio y/o para revocar las resoluciones 
impugnadas,  porque tal consecuencia no está prevista en la norma Estatutaria, y 
racionalmente no podría preverse, dado que la eventualidad de que se trata no 
deja a los recurrentes en estado de incertidumbre ni de indefensión, tomando en 
cuenta que con el acto de notificación conocieron las causas y fundamentos de las 
sanciones decretadas y el plazo para inconformarse con las mismas corre a partir 
de que surte efectos la notificación respectiva; por las mismas razones, no se 
actualizan las figuras de prescripción y caducidad alegadas por los hoy 
inconformes.  
 
 Además, es de explorado derecho que para declarar la nulidad de cualquier 
acto jurídico, sería necesario que las omisiones o vicios existentes afecten las 
defensas del particular y trasciendan al sentido de la Resolución impugnada, 
ocasionando un perjuicio efectivo, consecuencias que de ningún modo se 
produjeron respecto a los recurrentes, sirviendo como criterios orientadores los 
que se citan, por ocuparse de las mismas situaciones jurídicas: 
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“Época: Novena Época 

Registro: 161197 

Instancia: CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO 

Tipo Tesis: Tesis Aislada 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Localización: Tomo XXXIV, Agosto de 2011 

Materia(s): Administrativa 

Tesis: I.4o.A.779 A 

Pág. 1429 

[TA]; 9a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXIV, Agosto de 2011; Pág. 1429 

 

RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. LA 

NOTIFICACIÓN DE LA RESOLUCIÓN SANCIONADORA FUERA DEL PLAZO DE DIEZ 

DÍAS HÁBILES PREVISTO EN EL ARTÍCULO 21, FRACCIÓN III, DE LA LEY FEDERAL 

RELATIVA, NO ES MOTIVO PARA DECLARAR SU NULIDAD SI CUMPLIÓ CON SU 

FINALIDAD Y CON LOS REQUISITOS PREVISTOS EN EL CÓDIGO FEDERAL DE 

PROCEDIMIENTOS CIVILES DE APLICACIÓN SUPLETORIA. La circunstancia de que la 

autoridad administrativa notifique la resolución sancionadora fuera del plazo de diez días 

hábiles previsto en el artículo 21, fracción III, de la Ley Federal de Responsabilidades 

Administrativas de los Servidores Públicos, no es motivo suficiente para declarar su nulidad, 

al estar en presencia de una ilegalidad no invalidante que no deja en estado de indefensión al 

particular, pues se estima que si la diligencia cumplió su cometido, que es darle a conocer la 

determinación adoptada, y satisface los requisitos previstos en el Código Federal de 

Procedimientos Civiles -ordenamiento de aplicación supletoria a la ley citada en primer orden 

por disposición expresa de su artículo 47-, es en esta medida que aquél estuvo en aptitud de 

promover los medios de defensa procedentes para impugnar la resolución notificada. 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 

CIRCUITO 

Amparo en revisión 134/2011. Leonardo Castillo Méndez. 25 de mayo de 2011. Unanimidad de votos. 

Ponente: Jean Claude Tron Petit. Secretaria: Aideé Pineda Núñez.” 

 
“Época: Novena Época 

Registro: 180210 

Instancia: CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO 

Tipo Tesis: Tesis Aislada 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Localización: Tomo XX, Noviembre de 2004 

Materia(s): Administrativa 

Tesis: I.4o.A.443 A 

Pág. 1914 

[TA]; 9a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XX, Noviembre de 2004; Pág. 1914 
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ACTO ADMINISTRATIVO. SU VALIDEZ Y EFICACIA NO SE AFECTAN CON MOTIVO DE 

"ILEGALIDADES NO INVALIDANTES" QUE NO TRASCIENDEN NI CAUSAN 

INDEFENSIÓN O AGRAVIO. Si la ilegalidad del acto de autoridad no se traduce en un 

perjuicio que afecte al particular, resulta irrelevante tal vicio, en tanto que se obtuvo el fin 

deseado, es decir, otorgar la oportunidad al gobernado para que ofreciera pruebas y alegara 

lo que a su derecho conviniere. En consecuencia, es evidente que no se dan los supuestos 

de ilegalidad a que se refiere el artículo 238, fracción III, del Código Fiscal de la Federación, 

ya que no se afectaron las defensas del particular, por lo que al no satisfacerse las 

condiciones legales para la eficacia de la ilegalidad en comento, resulta indebido, en el caso, 

declarar una nulidad cuando la ratio legis es muy clara, en el sentido de preservar y 

conservar actuaciones de la autoridad administrativa que, aunque ilegales, no generan 

afectación al particular, pues también debe atenderse y perseguir el beneficio de intereses 

colectivos, conducentes a asegurar efectos tales como una adecuada y eficiente recaudación 

fiscal, lo que justifica la prevención, clara e incondicional del legislador, en el sentido de 

salvaguardar la validez y eficacia de ciertas actuaciones. Y es así, que el artículo 237 del 

Código Fiscal de la Federación desarrolla el principio de presunción de legitimidad y 

conservación de los actos administrativos, que incluye lo que en la teoría del derecho 

administrativo se conoce como "ilegalidades no invalidantes", respecto de las cuales, por 

supuesto, no procede declarar su nulidad, sino confirmar la validez del acto administrativo. 

Luego entonces, es necesario que tales omisiones o vicios afecten las defensas del particular 

y trasciendan al sentido de la Resolución impugnada y que ocasionen un perjuicio efectivo, 

porque de lo contrario el concepto de anulación esgrimido sería insuficiente y ocioso para 

declarar la nulidad de la resolución administrativa impugnada. CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO 

EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO 

Amparo directo 44/2004. Mauricio Chavero Blázquez y otros. 28 de abril de 2004. Unanimidad de votos. 

Ponente: Jean Claude Tron Petit. Secretaria: Claudia Patricia Peraza Espinoza. 
Véase: Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, Tomo VII, marzo de 1991, página 106, tesis 
I.2o.A.268 A, de rubro: "ACTOS ADMINISTRATIVOS, VICIOS LEVES DE LOS." 

 
 Con base en lo antes establecido, aun cuando de las constancias del 
expediente del procedimiento natural se advierte una extemporaneidad 
únicamente respecto a la notificación realizada, , no es posible que por esa 
situación, que pudiera considerarse como un caso de “ilegalidad no invalidante”, 
se haya violado algún derecho de éstos como lo son sus derechos humanos de 
certeza jurídica, acceso a la tutela judicial efectiva y administración de justicia en 
los plazos y términos que fijen las leyes, puesto que fue precisamente a través del 
acto de notificación que se les proporcionó certeza jurídica respecto a la sanción 
que se les impuso, comunicándoseles los motivos y fundamentos de la misma, y 
de ese modo estuvieron en aptitud de interponer el recurso que se resuelve De ahí 
que, no se determina alguna afectación a su derecho “de acceso a la tutela 
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judicial” ni a la administración de justicia, considerando además que los derechos 
mencionados están principalmente referidos a los procedimientos jurisdiccionales. 
 
 Finalmente, en cuanto a los agravios primero, segundo y tercero que 
expresaron los recurrentes, son inoperantes. 
 
 Lo anterior, en virtud de que en el agravio primero los inconformes 
señalaron que la sanción impuesta les afecta a ellos y a sus familias por ser el 
respectivo soporte económico de las mismas; mientras que en los agravios 
segundo y tercero refieren que se afecta su expediente personal porque ambos 
han tratado de hacer lo mejor posible las cosas y han colaborado como 
facilitadores dentro del Programa de Formación del Servicio Profesional Electoral; 
y que la sanción impuesta deja fuera al Mtro. Jesús Núñez Nava, por ahora, de la 
posibilidad de obtener el rango siguiente al cumplir doce años como miembro del 
Servicio Profesional Electoral.  
 
Es decir, no se ocupan en modo alguno de cuestionar la sustentación fáctica, 
probatoria y normativa de las resoluciones impugnadas, sino simplemente de 
destacar algunos efectos negativos que según ellos han resentido por la sanción 
que se les impuso, advirtiéndose la ausencia de la causa de pedir, de aquellas 
argumentaciones tendientes a señalar que las citadas resoluciones no están 
apegadas a derecho o que son violatorias de algún derecho que les asista. 
 
En suma, no se establece la fuente de sus agravios, de ahí la inoperancia 
determinada, siendo aplicable al caso concreto, la siguiente jurisprudencia emitida 
por el Poder Judicial de la Federación: 
 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. SON INOPERANTES SI NO SE 
REFIEREN A LA PRETENSIÓN Y A LA CAUSA DE PEDIR. Los conceptos de violación 
o agravios deben indefectiblemente encontrarse vinculados y relacionados con el 
contexto litigioso que se sometió a la jurisdicción ordinaria. Como antecedente conviene 
puntualizar el contenido de la frase "pretensión deducida en el juicio" o petitum al tenor de 
lo siguiente: a) La causa puede ser una conducta omitida o realizada ilegalmente, o bien, 
el acto ilícito que desconoce o viola un derecho subjetivo que es motivo de la demanda y 
determina la condena que se solicita al Juez que declare en su sentencia, es decir, es la 
exigencia de subordinación del interés ajeno al propio; b) La pretensión o petitum es la 
manifestación de voluntad de quien afirma ser titular de un derecho y reclama su 
realización; c) El efecto jurídico perseguido o pretendido con la acción intentada y la 
tutela que se reclama; y, d) El porqué del petitum es la causa petendi consistente en la 
razón y hechos que fundan la demanda. Así las cosas, los conceptos de violación o 
agravios deben referirse, en primer lugar, a la pretensión, esto es, al que se reclama y, en 
segundo lugar, a la causa petendi o causa de pedir, que implica el porqué de la 
pretensión, incluyendo los fundamentos o razones y los hechos de la demanda, así como 
las pruebas (que son la base de lo debatido). La conexión o relación de estas últimas sólo 
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debe darse con los hechos, que son determinantes y relevantes para efectos de la 
pretensión, en virtud de ser el único extremo que amerita y exige ser probado para el 
éxito de la acción deducida, tal como lo establecen los artículos 81 y 86 del Código 
Federal de Procedimientos Civiles. En tal orden de ideas, si la quejosa no señala la parte 
de las consideraciones de la sentencia que reclama, motivo de controversia, o se limita a 
realizar meras afirmaciones, bien sean generales e imprecisas o sin sustento o 
fundamento, es obvio que tales conceptos de violación son inoperantes y no pueden ser 
analizados bajo la premisa de que es menester que expresen la causa de pedir.” 

 
 En esa tesitura, al resultar esencialmente inoperantes los agravios 
expuestos por los CC. Francisco Hernández Colín y Jesús Núñez Nava, deben 
prevalecer las consideraciones que sustentan las resoluciones recurridas, que no 
fueron combatidas de manera eficaz por los inconformes y, de tal guisa, sigue 
rigiendo el sentido de las mismas, sin que esta autoridad advierta algún motivo 
manifiesto por el cual proceda revocarlas y/o modificarlas, por lo que, al no 
apreciarse situación alguna que afecte su validez es conforme a derecho 
confirmarlas. 
 

Por lo expuesto y fundado se 
 
 

R E S U E L V E: 
 
 
PRIMERO. Por las razones expuestas en el Considerando CUARTO de la 
presente Resolución, SE CONFIRMAN las resoluciones de fecha veintiuno de 
febrero de dos mil catorce, emitidas por el Secretario Ejecutivo del otrora Instituto 
Federal Electoral, hoy Instituto Nacional Electoral, en los Procedimientos 
Disciplinarios números DESPE/PD/08/2013 y DESPE/PD/09/2013. 
 
SEGUNDO. Notifíquese personalmente la presente Resolución a los CC. 
Francisco Hernández Colín y Jesús Núñez Nava, en los domicilios ubicados en 
calle Las Costeñas número 177, colonia Benito Juárez, en Netzahualcóyotl Estado 
de México y en calle Pimienta número 1, Fraccionamiento las Rosas, en 
Comalcalco, Tabasco, respectivamente, por así haber sido señalados para oír y 
recibir notificaciones en su escrito de inconformidad. 
 
TERCERO. Para los efectos legales procedentes, hágase la presente Resolución 
del conocimiento de los Consejeros Electorales integrantes de la Comisión del 
Servicio Profesional Electoral del Instituto Federal Electoral. 
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CUARTO. Archívese este expediente como asunto total y definitivamente 
concluido. 
 
La presente Resolución fue aprobada en sesión ordinaria de la Junta General 
Ejecutiva celebrada el 27 de mayo de 2014, por votación unánime de los 
Directores Ejecutivos del Registro Federal de Electores, Ingeniero René Miranda 
Jaimes; de Prerrogativas y Partidos Políticos, Licenciado Alfredo Ríos Camarena 
Rodríguez; de Organización Electoral, Profesor Miguel Ángel Solís Rivas; del 
Servicio Profesional Electoral Nacional, Doctor José Rafael Martínez Puón; de 
Capacitación Electoral y Educación Cívica, Maestro Luis Javier Vaquero Ochoa, 
de Administración, Licenciado Román Torres Huato, del Secretario Ejecutivo y 
Secretario de la Junta General Ejecutiva, Licenciado Edmundo Jacobo Molina y 
del Consejero Presidente y Presidente de la Junta General Ejecutiva, Doctor 
Lorenzo Córdova Vianello. 
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